Procesado: WAGL y otros

Delito: Concierto para delinquir agravado 

Radicado: 66682 60 00 048 2010 00218 01

Asunto: Confirma auto de primera instancia

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PREACUERDO / PRINCIPIO DE LEGALIDAD / CONTROL MATERIAL POR PARTE DEL JUEZ / POSIBILIDAD DE MODIFICAR LA ACUSACIÓN EN EL PREACUERDO / REQUISITOS PARA HACERLO ADMISIBLE / NO SE APRUEBA.
… la SP de la CSJ ha considerado que es posible que la FGN modifique la acusación en el preacuerdo, que es lo que debió realizar el delegado del ente acusador en este caso de haber anunciado como única rebaja la eliminación de la agravante del numeral 3º del artículo 340 del CP, pese a lo cual se acudió a la fórmula de “extraer” esa causal en el caso de los señores WAGL y NOQB, con base en el “principio de legalidad”, que es una cosa distinta a la dificultad de probar esa circunstancia específica de agravación que se dedujo en el contexto fáctico de la imputación contra estos dos procesados. (…)
… se entiende que la variación que se podría hacer del preacuerdo (que tendría efectos de acusación de haber sido aprobado según el inciso 1º del artículo 293 del CPP), era precisamente haber eliminado esa causal de agravación del articulo 340 -2 del CPP, pero no excluirla por fuera del preacuerdo, a efectos de reconocer un segundo y tercer beneficio a los procesados NOQB y WAGL que fue lo que sucedió en este caso como se explicó anteriormente,

En ese sentido se cita lo decidido en el precedente CSJ SP del 28 de octubre de 2015, donde se dijo lo siguiente:

“... De tiempo atrás la jurisprudencia se ha referido a la posibilidad que tiene la Fiscalía General de la Nación de ajustar la calificación jurídica durante la acusación. Las normas que regulan este aspecto y la jurisprudencia de esta Corporación sobre el particular fueron analizadas por la Corte Constitucional en la sentencia C-025 de 2010, donde se precisó:

“En este orden de ideas, de conformidad con la jurisprudencia sentada por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en materia de aplicación del principio de congruencia en el contexto de un sistema penal acusatorio, se tiene que (i) se trata de un principio cardinal que orienta las relaciones existentes entre la formulación de la acusación y la sentencia; (ii) su aplicación se extiende al vínculo existente entre la audiencia de imputación de cargos y aquella de formulación de la acusación; (iii) de allí que esta última no pueda incorporar hechos nuevos, es decir, no imputados previamente al procesado; y (iv) lo anterior no significa que la valoración jurídica de los hechos deba permanecer incólume, precisamente por el carácter progresivo que ofrece el proceso penal. En otras palabras, fruto de la labor investigativa desarrollada por la Fiscalía durante la fase de instrucción, es posible, al momento de formular la acusación, contar con mayores detalles sobre los hechos, lo cual implica, eventualmente, modificar, dentro de unos parámetros racionales, la calificación jurídica de los hechos”.
“La anterior doctrina no admite mayor discusión cuando se trata de un trámite ordinario. El problema se suscita cuando ese tipo de ajustes se ejecutan  en el acta  de un preacuerdo, no como parte de las concesiones hechas al imputado o acusado, sino como producto de las valoraciones del fiscal sobre la calificación jurídica correcta para el caso en particular. 

“La Sala considera que esos cambios son procedentes, en los mismos términos en que podrían hacerse en el trámite ordinario.
“Ahora bien, al hacer uso de esta posibilidad la Fiscalía debe explicar con claridad qué parte del contenido del acta corresponde a los ajustes de la calificación jurídica en aplicación del principio de legalidad y cuál es el componente del beneficio otorgado en virtud del preacuerdo. (…)
“Aunque los ajustes a la calificación jurídica en razón de la aplicación del principio de legalidad y el preacuerdo celebrado entre la Fiscalía y la defensa estén en el mismo documento, se trata de actuaciones perfectamente diferenciables, frente a las cuales el juez cumple funciones distintas. (…)
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Hora: 2:10 p.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR

Desatar el recurso de apelación interpuesto por la defensora de los señores WAGL, NOQB, CDCO y ALHO en contra la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira, en audiencia del 4 de agosto de 2017 en la cual no se aprobó un preacuerdo suscrito entre la FGN y los procesados. 

2. ANTECEDENTES:

2.1. Del acta de preacuerdo celebrado entre las partes se desprenden los siguientes hechos
: 

“Mediante información suministrada por fuente humana quien da a conocer que en el municipio de Santa Rosa de Cabal, más exactamente en los barrios la Trinidad y la horqueta, existe una organización delincuencial dedicada al tráfico de estupefacientes en menores cantidades, la cual se encuentra bien estructurada ya que cada integrante cumple su rol específico dentro de la misma de acuerdo a su jerarquía interna, habiendo distribuidores mayoristas, expendedores y patinadores o revendedores, dedicados a esta actividad ilícita que afectan la seguridad y la salud pública de los habitantes de esta municipalidad.

Con base en esta información se iniciaron labores de verificación, con el fin de establecer la existencia de la conducta punible denunciada y obtener la plena identificación e individualización de los autores y partícipes de la misma. En consecuencia, se realizaron por parte de la policía judicial asignada, actividades investigativas; tales como, entrevistas, labores de vecindario, registro y allanamiento, seguimiento y vigilancia a Personas y a cosas, videos de la actividad ilegal, pruebas de Identificación Preliminar de las sustancias incautadas, en desarrollo de las cuales se recolectaron elementos materiales probatorios y evidencia física que permitieron determinar la existencia de una banda delincuencial dedicada a la comercialización de sustancias estupefacientes en los barrios la Trinidad y la horqueta del municipio de Santa Rosa de Cabal, lográndose la identificación de ocho personas como integrantes de dicho grupo delictivo.

Con fundamento en lo anterior, se libran por parte del Juzgado penal municipal de control de garantías órdenes de captura en contra de las siguientes personas. (…)”

2.2 Durante los días 1 y 2 de agosto de 2016 ante el Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal se llevaron a cabo las audiencias preliminares, acto en el cual la FGN le comunicó cargos a los procesados que hicieron el preacuerdo así:

“WAGL, C.C.1.093.212.588, en calidad de LÍDER del grupo, incurre en delito CONCIERTO PARA DELINQUIR en concurso con TRAFICO, FABRICACIÓN O PORTE ESTUPEFACIENTES, establecidos en los artículos 340 inciso 2o en concurso con el 376, Inciso 3o del C.P., Verbo rector VENTA, respectivamente. Para el primer delito la ley establece una pena de prisión de 8 a 18 años y multa de 2700 hasta 30000 salarios mínimos legales mensuales vigentes, pena que según el inciso 3o de la citada norma se aumentará en la mitad para quienes organicen, fomenten, promuevan, dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto para delinquir, es decir, la pena va de 12 a 27 años de prisión. Para el segundo delito la ley establece una pena que va de 96 a 144 meses de prisión a lo que se aplicará la regla del artículo 31 del C.P. La imputación se hace en calidad de coautor y a título de dolo. En caso de aceptar los cargos tendrá derecho a rebaja de pena hasta del 50%. Verificada la voluntad del imputado responde: GUARDO SILENCIO

NOQB, c.c.1.054.558.591, en calidad de SEGUNDO AL MANDO, incurre en delito CONCIERTO PARA DELINQUIR y TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE ESTUPEFACIENTES, establecidos en los artículos 340 inciso 2o y 3o. Para el primer delito la ley establece una pena de prisión de 8 a 18 años y multa de 2700 hasta 30000 salarios mínimos legales mensuales vigentes, pena que según el inciso 3o de la citada norma se aumentará en la mitad para quienes organicen, fomenten, promuevan, dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto para delinquir, es decir, la pena va de 12 a 27 años de prisión. Para el segundo delito la ley establece una pena que va de 96 a 144 meses de prisión. La imputación se hace en calidad de coautor a título de dolo. En caso de aceptar los cargos tendrá derecho a rebaja de pena hasta del 50%. La fiscalía imputa al señor NOQB el delito PORTE ILEGAL DE ARMA, contemplado en el artículo 365 del C. P., para el cual la ley establece una pena de prisión de 9 a 12 años; esta imputación se hace en calidad de autor y a título de dolo, verbo rector portar. En caso de aceptar el cargo tendrá derecho a rebaja de pena hasta del 12.5%. Verificada la voluntad del imputado responde: GUARDO SILENCIO.

ALHO, c.c.25.173.449, en calidad de EXPENDEDORA, incurre en delito CONCIERTO PARA DELINQUIR en concurso con TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE ESTUPEFACIENTES, establecidos en los artículos 340 inciso 2o y 376 inciso 2o del C.P., respectivamente. Para el primer delito la ley establece una pena de prisión de 8 a 18 año aumentada en la proporción del artículo 31 del C.P. para el segundo delito la ley establece una pena que va de 64 a 108 meses de prisión y multa de 2 a 150 SMLV. La imputación se hace en calidad de coautora y a título de dolo, verbo rector venta. En caso de aceptar los cargos tendrá derecho a rebaja de pena hasta del 50% sobre la pena mayor. Verificada la voluntad de la imputada responde: GUARDO SILENCIO.

CDCO, c.c.1.093.213.370, en calidad de EXPENDEDOR, incurre en delito CONCIERTO PARA DELINQUIR en concurso con TRAFICO, FABRICACIÓN O PORTE ESTUPEFACIENTES, establecidos en los artículos 340 inciso 2o y 376 inciso 2o del C.P., respectivamente Para el primer delito la ley establece una pena de prisión de 8 a 18 año aumentada en la proporción del artículo 31 del C.P. para el segundo delito la ley establece una pena que va de 64 a 108 meses de prisión y multa de 2 a 150 SMLV. La imputación se hace en calidad de coautor y a título de dolo, verbo rector venta. En caso de aceptar los cargos tendrá derecho a rebaja de pena hasta del 50% sobre la pena mayor. Verificada la voluntad del imputado responde: GUARDO SILENCIO.”

2.3 El conocimiento de la presente causa lo asumió el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de esta ciudad. El día 30 de noviembre de 2018 la FGN le presentó al juez de conocimiento un preacuerdo suscrito con algunos de los procesados
. Sin embargo, dicha negociación fue modificada en diligencia celebrada el 16 de mayo de 2017
. Mediante determinación del 4 de agosto de 2017 el A quo se abstuvo de impartir aprobación al preacuerdo
.

3. SOBRE EL PREACUERDO EN ESTUDIO  

3.1. El 26 de enero de 2017 la FGN puso en consideración del juez de conocimiento un preacuerdo suscrito con los señores WAGL y otros. 

3.2 Seguidamente el fiscal expuso que los términos de esa convención se habían modificado, para lo cual adujo que con el fin de subsanar problemas de legalidad de esa negociación esta sería variada así: 

3.2.1 En primer lugar el delegado del ente acusador hizo referencia a los antecedentes del caso, que determinaron la existencia de una organización delictiva dedicada al comercio de estupefacientes en dos barrios del municipio de Santa Rosa de Cabal a cuyos integrantes se les imputó la comisión de los delitos de concierto para delinquir agravado por estar dirigido al tráfico de estupefacientes, en concurso con la violación del artículo 376 del CP en la modalidad de venta y con la consecuencia jurídica prevista en el numeral 2º de esa norma. 

En lo relativo a los ciudadanos WAGL y NOQB, se les habían formulado cargos como jefes de esa organización delictiva (artículo 340-3 C.P.) y violación del artículo 376 ibídem, inciso 2º. En el caso del señor NOQB se incluyó la violación del artículo 365 del estatuto punitivo.

Posteriormente dio lectura al acta de preacuerdo
, manifestando que en el caso de los procesados WAGL y NOQB, se eliminaba la causal específica de agravación que contempla el artículo 340 del CP, en su inciso 3º, ya que la FGN no contaba con evidencia suficiente para imputarles la comisión de esa conducta en calidad de líderes o de cabecillas de la organización delictiva, aclarando que no se trataba de una concesión originada en el preacuerdo celebrado, sino que estaba determinada porque el ente acusador no tenía pruebas para demostrar esa causal de agravación.
En consecuencia, invocando el principio de legalidad frente al preacuerdo anunciado y en lo relativo a los acusados WAGL, y NOQB se reformuló la acusación como autores de las conductas punibles de concierto para delinquir agravado (Art. 340 inciso 2º CP) partiendo de una pena de 96 meses de prisión, a la cual se adicionaban 12 meses por la violación del artículo 376-2 del CP, bajo la inflexión verbal “vender”, como consecuencia de las reglas del concurso de conductas punibles, lo que daba una pena de 108 meses de prisión que al ser reducida a la mitad, por efecto del preacuerdo celebrado llevaba a fijar la sanción definitiva para estos procesados en 54 meses de prisión.

En lo relativo a ALHO y CDCO se hizo el mismo ejercicio de dosificación punitiva, en virtud del preacuerdo anunciado.

El fiscal anunció que las penas de multa quedaban libradas a la discrecionalidad del A quo.

3.3 Seguidamente el juez de conocimiento expuso que se aclarara lo concerniente al señor WAGL, ya que se le había imputado el delito de Tráfico, Fabricación o Porte de Estupefacientes, artículo 376, con la pena prevista en su inciso 3º, en razón del peso de las sustancias decomisadas (5.013 gramos de marihuana y 630.4 gramos de sustancia a base de cocaína).

El fiscal expuso que no había intervenido en la audiencia preliminar y señaló que efectivamente se le formularon cargos por dicha conducta punible bajo ese inciso, pero que la misma quedaba comprendida en el preacuerdo celebrado, lo que determinaba la imposición de una pena de 54 meses de prisión (ver apartado 3.1.1).

3.3.1 Seguidamente el juez de conocimiento interrogó a los procesados WAGL y otros, sobre su  conformidad con su aceptación de responsabilidad y sus consecuencias a lo cual respondieron afirmativamente.

4. SOBRE LA DECISIÓN OBJETO DEL RECURSO

4.1 El juez de conocimiento se abstuvo de aprobar el preacuerdo celebrado entre la FGN con los procesados, con base en las siguientes razones:

· Si bien es cierto que la FGN es la titular de la acción penal, igualmente estaba sometida a los principios de legalidad y de tipicidad en lo relativo a la fijación de la pena en casos de preacuerdos.

· Del preámbulo del preacuerdo sometido a su examen, se deducía que el delegado de la FGN no había actuado conforme a la ley al haber eliminado la causal de agravación prevista en el artículo 340 -3 del CP
 en el caso de los procesados WAGL y NOQB, ya que durante la investigación adelantada se tuvo conocimiento de la existencia de una organización dedicada a la comercialización de estupefacientes en modalidad de microtráfico en tres barrios de Santa Rosa de Cabal, que era liderada por el señor WAGL quien era conocido con el alias de “buitre” y se dijo que se trataba del grupo de a. “buitre”, cuya mano derecha según las fuentes policiales era NOQB, apodado “el mono Gardel”. 

· En el decurso de la investigación se confirmó que el señor WAGL, conocido como “buitre”, era el encargado de adquirir, dosificar y entregar los estupefacientes a los miembros de la  organización para que estos los vendieran, labor en la cual lo apoyaba el señor NOQB, quien se encargaba de abastecer a los minoristas de drogas, según lo consignado en información que entregaron diversos adquirentes de estupefacientes, lo que se confirmó con el hallazgo de una gran cantidad de marihuana y sustancia a base de cocaína en el allanamiento que se hizo.

· En tal virtud no era posible que por vía de un preacuerdo se degradara el grado de la participación de estos ciudadanos eliminando la agravante del numeral 3º del artículo 340 del CP, al existir evidencias de que WAGL era el líder de la organización delictiva y que NOQB se encargaba de administrar la zona de operaciones de ese grupo delictivo, por lo cual no podían ser catalogados según el preacuerdo como simples cómplices (sic) de esos actos de concertación delictiva y tráfico de estupefacientes que se realizaban con otras personas, por quienes manejaban esa asociación delictiva.

· En la jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ sobre  preacuerdos se ha dicho que si la FGN y la defensa pactan la eliminación de una circunstancia de agravación, deducen una circunstancia de atenuación de la pena o alguna modificación de la denominación jurídica, estas situaciones no solamente tienen efectos en la pena a imponer, sino que igualmente constituyen una mutación de la realidad.

· Con base en ese criterio, el preacuerdo presentado en este caso cambiaba la verdad de los hechos al presentar al cabecilla y al administrador de la organización delictiva, quienes tenían mando en ella, como simples cómplices en virtud de ese pacto.

· Igualmente resultaba contrario al principio de legalidad lo pactado en el preacuerdo al tasar la pena impuesta, ya que en el caso de WAGL se tomó como la conducta más grave para fijar el plus punitivo, la de concierto para delinquir agravado, sin tener en cuenta que la cantidad de las sustancias (cocaína y marihuana) superaban con creces el límite inferior o límite mínimo de la cantidad que ubica la conducta punible en el inciso 3º del articulo 376 y ese exceso implicaba necesariamente que para dosificar la pena no se podía tomar el límite mínimo o la pena mínima fijada en el primer cuarto para el tipo del artículo 340 del CP.

· Ese error de la FGN  redundó en la concesión de varios beneficios a los procesados WAGL y NOQB ya que: i) antes de exponer los términos del preacuerdo se eliminó una circunstancia de agravación específica como la prevista en el numeral 3º del artículo 340 del CP; ii) en el caso de WAGL el delito que ameritaba una pena mayor es el de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, dada la cantidad de la sustancia sicoactiva hallada en la diligencia de allanamiento donde fue capturado, fuera de que se trataba de dos sustancias como cocaína y marihuana, en cantidad considerablemente mayor del tope mínimo, lo que implicaba la aplicación del inciso 3º del artículo 376 del CP, que debió ser tenido en cuenta como pena base para fijarla la pena en el preacuerdo.

· Por otra parte, los cargos formulados guardaban relación con dos conductas punibles como conservar y vender estupefacientes, lo que fue acreditado con las labores de inteligencia adelantadas por los investigadores. 

· Además, en lo que atañe a ALHO y CDCO, no se trataba de un solo acto de expendio, sino de varias ventas de drogas documentadas con EMP, lo que constituía la labor habitual de esa organización delictiva, por lo que se trataba  de un concurso homogéneo, y por ello no resultaba legal la fijación de su pena ya que se les hizo un incremento punitivo de 4 meses tomando como punto de partida el tipo de concierto para delinquir, luego de lo cual se les redujo la sanción en un 50% en el preacuerdo sin que el delegado de la FGN hubiera entregado mayores explicaciones sobre ese hecho, salvo aducir  que no fueron capturados en flagrancia y por tanto se desconoció que se trataba de un concurso de conductas punibles al fijar esa pena de prisión en 96 meses para el tipo de concierto para delinquir agravado e incrementarla en 4 meses más por el delito concurrente, pese a la sucesiva vulneración del artículo 376 del CP.

· En razón de los ajustes que le hicieron el delegado de la FGN y la defensora al preacuerdo, esa convención no se resultaba conforme a las reglas de  congruencia, coherencia, y tipicidad que se derivan de la situación fáctica que condujo a formular imputación contra estos procesados. 

· Con base en esas razones el A quo no aprobó el preacuerdo sometido a consideración. La decisión fue apelada por la defensora de los procesados. 

5. INTERVENCIONES RELACIONADAS CON EL RECURSO DE APELACIÓN

5.1 Defensora (única recurrente)

· Respecto de la eliminación de la causal de  agravación del inciso 3º del  C.P. que había sido objeto de imputación para WAGL y NQB, se debe tener en cuenta que el preacuerdo hace la función de escrito de acusación y es en este momento, en la acusación, en que la FGN tiene la facultad de modificar la imputación realizada inicialmente.

· En consecuencia, en la audiencia de formulación de acusación, el delegado de la FGN podía eliminar esa circunstancia específica de agravación, frente al artículo 340 del CP, lo que no se podía definir como la concesión de un beneficio, sino el reconocimiento de que el ente acusador no tenía evidencia suficiente para probar la causal de agravación prevista en el inciso 3º del artículo 340º CP, lo que constituye un derecho de la FGN, del cual hiso uso con base en el principio de legalidad.

· No es cierto que se hubieran otorgado varios beneficios a los procesados, ya que en lo relativo a los actos de venta sucesiva de estupefacientes la formulación de imputación se hizo por la violación del artículo 376 del CP, mas no en concurso, y el tipo del artículo 340 CP corresponde a un evento de concurso heterogéneo de conductas punibles.

· Para fijar la pena en el preacuerdo se partió de la sanción mayor que correspondía al tipo de concierto para delinquir, en el entendido de que al existir un concurso de conductas punibles se tuvo en cuenta la pena fijada para el articulo 340 CP en modalidad agravada y se debían  tener en cuenta no solo los mínimos sino los máximos de la pena, para poder determinar cuál de estas dos conductas era las más grave.

· El  preacuerdo presentado tenia efectos de escrito de acusación y por ende podía ser modificado por el delegado de la FGN, quien procedió a variarlo en ese sentido, precisando que en el caso de los acusados WAGL y NOQB, no se aplicaría la causal de agravación derivada de su condición de líderes o dirigentes de la organización delictiva, sino que se subsumió su acto en el tipo de concierto para delinquir agravado por ausencia de evidencia para probar esa circunstancia y  con sustento en esa consideración se fijó la pena base del preacuerdo.

· A su vez la imputación no se formuló por un concurso de violaciones del artículo 376 del CP, por lo cual el juez de conocimiento no podía transmutarla a un concurso homogéneo de conductas contra la salud pública, sin que se hubiera adicionado la imputación.

4.2 Delegado FGN (No recurrente)

· Se eliminó la circunstancia de agravación del numeral 3º del artículo 340 del CP, por el hecho de que según lo consignado en el acta del preacuerdo, se hizo constar que en el caso de los acusados WAGL y NOQB, la FGN no contaba con suficientes elementos materiales probatorios que permitiera probar su calidad de líderes o cabecillas de la organización delictiva.

· Pese a que el A quo no compartió esa apreciación que corresponde a lo pactado entre la FGN y la defensa, se debe recordar que según la jurisprudencia de la SP de la CSJ, el ente acusador tiene la potestad de decidir porque delito va a presentar acusación y por ello no resulta procedente que el juez de conocimiento obligue a mantener un acusación por una conducta sobre la cual no se contaba con EMP para probar esa causal específica de agravación, que sería difícil de demostrar por parte del ente acusador.

· En lo referente al delito base para fijar la pena que según el juez de primer grado no era el de concierto para delinquir, sino el de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, según al acta de la audiencia de formulación de imputación, el cargo se lanzó por la violación del artículo 376 numeral 2º del CP y no por el numeral 3º, y al improbarse el preacuerdo se estaría variando el contexto fáctico, porque la pena de 64 meses de prisión del articulo 376 -2 es menor que la que se tiene establecida para el tipo de concierto para delinquir, por lo cual lo ajustado a la ley era partir de la pena más grave que era la prevista en el artículo 340-2 del CP.

· En la formulación de imputación no se presentaron cargos por la violación del artículo 376 del CP en concurso homogéneo, ya que no se dijo que se hubieran presentado ventas sucesivas de estupefacientes, por lo cual no se podía exigir que en el preacuerdo se tomara el delito contra la salud pública bajo esa fórmula de  concurso.

· Comparte el argumento de la defensa en el sentido de que se revoque la decisión protestada, para que el juez de primer grado examine el preacuerdo, en el entendido de que solamente se concedió un beneficio a los procesados.

5. CONSIDERACIONES LEGALES

5.1 Esta Sala es competente para conocer del recurso interpuesto, en razón de lo dispuesto en el artículo 34, numeral 1º del C. de P.P. 

5.2 Problema jurídico a resolver: Con base en el principio de limitación de la doble instancia, y en atención a la decisión impugnada por la defensa, el problema jurídico a resolver estaría contraído a definir el grado de acierto de la decisión adoptada por el Juez Segundo Penal del Circuito Especializado itinerante de esta ciudad, de no aprobar el preacuerdo suscrito por el delegado del ente acusador y los procesados WAGL y otros. 

5.2.1 Ahora bien, partiendo de este supuesto, se tiene en principio que el Fiscal que compareció a sustentar el preacuerdo, le informó al juez de conocimiento que iba a variar la acusación contra los procesados WAGL y NOQ invocando para ello el principio de legalidad, para lo cual adujo que si bien era cierto que en la audiencia de imputación les presentaron cargos por el punible de concierto para delinquir agravado correspondiente al inciso 3º del artículo 340 CP, por ser los cabecillas o jefes de la asociación delictiva dedicada a actos de tráfico de estupefacientes, una vez analizados a fondo los EMP y EF con que contaba la FGN, se evidenció la imposibilidad de demostrar en juicio esa situación.

5.2.2 En tal virtud se entiende que el fiscal trató de soslayar esa situación aduciendo que la eliminación de esa causal de agravación (que se deducía del contexto fáctico de la imputación contra estos procesados), correspondía a una decisión previa de la FGN y que por ende no tenía relación con los términos del preacuerdo celebrado con los procesados WAGL y NOQB.
5.2.3 A partir de ahí el delegado del ente acusador planteó que en el caso del señor NOQB este aceptaba su responsabilidad por la violación del artículo 340-2 del CP, y los artículos 365 y 376 de ese estatuto, y en consecuencia se tomaba como pena base la del delito de concierto para delinquir sin la agravante de su inciso 3º, que en tal virtud se fijó en el mínimo del primer cuarto (96 meses de prisión) que fueron incrementados respectivamente en 6 meses más por las conductas punibles de violación de los artículos 365 y 376 del CP , para fijar una pena de 120 meses de prisión que fue reducida a la mitad como consecuencia del preacuerdo quedando en 60 meses de prisión.

5.2.4 En ese sentido queda claro inicialmente que en el caso del señor NOQB: i) se le reconoció un primer beneficio al eliminarse el cargo que incluía la agravante específica del artículo 340 -3 del CP; ii) por lo tanto se le fijó la pena en 96 meses de prisión o sea en el mínimo del artículo 340-2 del CP; y iii) se le hizo una segunda rebaja al reducir la sanción por esa conducta a la mitad en virtud del preacuerdo celebrado. 
5.2.5 Similares razonamientos pueden hacerse frente al preacuerdo planteado en el caso de WAGL, con excepción de la conducta de porte ilegal de armas. Adicionalmente hay que manifestar que según el acta de la audiencia preliminar de legalización de allanamiento, se hizo constar que en el registro adelantado en la a carrera 17 No. 22-46 donde fue capturado WAGL, se encontraron 10 paquetes de marihuana, que tuvieron un peso neto de 5.013 gramos y 3 bolsas con una sustancia que fue identificada como positiva para cocaína y sus derivados, con un peso neto de 630.40 gramos.

5.2.6 En ese sentido se advierte que frente a estos dos ciudadanos, el preacuerdo en mención vulneró el principio de legalidad de la pena, ya que: i) se acudió al expediente de reconocer por decirlo de algún modo, “por fuera del preacuerdo”, una rebaja sustancial frente al delito de concierto para delinquir, que según el inciso final del artículo 340 del CP acarrea una pena 144 a 324 meses de prisión por tratarse de un “concierto agravado para jefes”, que aparejó la mutación del cargo al numeral 2º del mismo tipo, que tiene prevista una pena de prisión de 96 a 216 meses; ii) se hizo la reducción punitiva para los delitos aceptados que en este caso fue del 50%, ya que pese a que los procesados no aceptaron cargos en la audiencia preliminar, de conformidad con los lineamientos de la SP de la CSJ, dicha reducción es aplicable hasta antes de la radicación del escrito de acusación
, aunque en este caso se torna un tanto excesiva dado el tiempo transcurrido entre la audiencia de formulación de imputación que se adelantó el 2 de agosto de 2016
 y el 30 de noviembre de ese año cuando se recibió el escrito de preacuerdo en el despacho de conocimiento.

5.2.7 Por tal causa debe decirse que en el caso de los señores WAGL y NOQB se vulneró el inciso 2º del artículo 351 del CPP, en virtud de esa acumulación de beneficios, de los cuales el único admisible era la eliminación de la causal de agravación prevista en el inciso 3º del artículo 340 del CP, como lo prevé el numeral 1º del artículo 350 de la ley 906 de 2004, que en sentido estricto debía tener como única contraprestación la fijación de la pena dentro de los límites previstos en el artículo 340 inciso 2º del CP (8 a 18 años de prisión y multa de 2.700 hasta 30.000 smlmv), sin otras disminuciones a las cuales habría que agregar los incrementos punitivos de 12 meses de prisión para el señor NOQB por incurrir en violación de los artículos 365 y 366 del CP y el incremento que se le hizo al señor WAGL por el delito contra la salud pública. 
5.2.8 Fuera de lo anterior se deben tener en cuenta los argumentos del juez de conocimiento sobre el hecho de que en el preacuerdo se debió considerar que la violación del artículo 376 del CP en el caso de estos procesados acarreaba una pena mayor, por presentarse un concurso de conductas punibles, ya que la organización delictiva que estos dirigían estaba dedicada al comercio de sustancias estupefacientes en el municipio de Santa Rosa de Cabal, por lo cual el pacto que se celebró con la FGN no resulta conforme con el contexto fáctico del acta de ese pacto procesal, donde se dijo lo siguiente:

“5.
Hechos:

“... Mediante información suministrada por fuente humana quien da a conocer que en el Municipio de Santa Rosa de Cabal , más exactamente en los barrios la Trinidad y la Horqueta, existe una organización delincuencial dedicada al tráfico de estupefacientes en menores cantidades, la cual se encuentra bien estructurada ya que cada integrante cumple su rol específico dentro de la misma de acuerdo a su jerarquía interna, habiendo distribuidores mayoristas, expendedores y patinadores o revendedores, dedicados a esta actividad ilícita que afectan la seguridad y la salud pública de los habitantes de esta municipalidad.

Con base en esta información se iniciaron labores de verificación, con el fin de establecer la  existencia de la conducta punible denunciada y obtener la plena identificación e individualización de los autores y partícipes de la misma. En consecuencia, se realizaron por parte de la policía judicial asignada, actividades investigativas; tales como, entrevistas, labores de vecindario, registro y allanamiento, seguimiento y vigilancia a personas y a cosas, videos de la actividad ilegal, pruebas de Identificación Preliminar de las sustancias incautadas, en desarrollo de las cuales se recolectaron elementos materiales probatorios y evidencia física que permitieron determinar la existencia de una banda delincuencial dedicada a la comercialización de sustancias estupefacientes en los barrios la Trinidad y la horqueta del municipio de Santa Rosa de Cabal, lográndose la identificación de ocho personas como integrantes de dicho grupo delictivo. (Subrayas ex texto)
Con fundamento en lo anterior, se libran por parte del Juzgado penal municipal de control de garantías órdenes de captura en contra de las siguientes personas. (…)”
5.2.9 En tal virtud se entiende que el hecho de considerar las conductas de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes como un acto único o singular, igualmente constituyó una adehala adicional incluida en el preacuerdo en mención, ya que si se tiene en cuenta que el texto de esa convención tiene efectos de escrito de acusación en caso de ser aprobado, no se podía soslayar la narrativa de los hechos que en esta caso se refiere a una pluralidad de conductas delictivas de violación del artículo 376 del CP, que es lo que se deduce de la actividad para la cual se concertaron los procesados en sus diversos rangos, frente a lo cual hay que manifestar que aunque no se formuló imputación contra los procesados NOQB y WAGL por la violación de esa norma de prohibición bajo la fórmula de concurso homogéneo, nada impide que la FGN pueda acudir al procedimiento establecido en el tercer inciso del artículo 351 del CPP, según el cual: “En el evento de que la fiscalía, por causa de nuevos elementos cognoscitivos, proyecte formular cargos distintos y más gravosos a los consignados en la formulación de imputación, los preacuerdos deberán referirse a esta nueva y posible imputación”. 

5.2.10 En ese sentido se considera que en lo referente a los procesados NOQB y WAGL no se cumplieron los fines de ese tipo de convenciones propias del llamado “derecho premial”, sobre lo cual se cita lo expuesto en CSJ SP del 10 de mayo de  2006, radicado  25248 así:

“7. La aceptación o el acuerdo no solo es vinculante para la fiscalía y el implicado. También lo es para el juez, quien debe proceder a dictar la sentencia respectiva, de conformidad con lo convenido por las partes, a menos que advierta que el acto se encuentra afectado de nulidad por vicios del consentimiento, o que desconoce garantías fundamentales, eventos en los cuales debe anular el acto procesal respectivo para que el proceso retome los cauces de la legalidad, bien dentro del marco del procedimiento abreviado, o dentro de los cauces del juzgamiento ordinario.”
5.2.11 Igualmente se debe afirmar que la SP de la CSJ ha considerado que es posible que la FGN modifique la acusación en el preacuerdo, que es lo que debió realizar el delegado del ente acusador en este caso de haber anunciado como única rebaja la eliminación de la agravante del numeral 3º del artículo 340 del CP, pese a lo cual se acudió a la fórmula de “extraer” esa causal en el caso de los señores WAGL y NOQB, con base en el “principio de legalidad”, que es una cosa distinta a la dificultad de probar esa circunstancia específica de agravación que se dedujo en el contexto fáctico de la imputación contra estos dos procesados.

En ese sentido no queda claro cuál es la razón que tuvo el fiscal para echar mano del principio de legalidad con el fin de eliminar la agravante tantas veces referida del artículo 340 del CP, ya que hasta donde se conoce el inciso 3º de esa norma no ha sido derogado.

5.2.12 En consecuencia se entiende que la variación que se podría hacer del preacuerdo (que tendría efectos de acusación de haber sido aprobado según el inciso 1º del artículo 293 del CPP), era precisamente haber eliminado esa causal de agravación del articulo 340 -2 del CPP, pero no excluirla por fuera del preacuerdo, a efectos de reconocer un segundo y tercer beneficio a los procesados NOQB y WAGL que fue lo que sucedió en este caso como se explicó anteriormente,

En ese sentido se cita lo decidido en el precedente CSJ SP del 28 de octubre de 2015, donde se dijo lo siguiente:

“... De tiempo atrás la jurisprudencia se ha referido a la posibilidad que tiene la Fiscalía General de la Nación de ajustar la calificación jurídica durante la acusación. Las normas que regulan este aspecto y la jurisprudencia de esta Corporación sobre el particular fueron analizadas por la Corte Constitucional en la sentencia C-025 de 2010, donde se precisó:

En este orden de ideas, de conformidad con la jurisprudencia sentada por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia
, en materia de aplicación del principio de congruencia en el contexto de un sistema penal acusatorio, se tiene que (i) se trata de un principio cardinal que orienta las relaciones existentes entre la formulación de la acusación y la sentencia; (ii) su aplicación se extiende al vínculo existente entre la audiencia de imputación de cargos y aquella de formulación de la acusación; (iii) de allí que esta última no pueda incorporar hechos nuevos, es decir, no imputados previamente al procesado; y (iv) lo anterior no significa que la valoración jurídica de los hechos deba permanecer incólume, precisamente por el carácter progresivo que ofrece el proceso penal. En otras palabras, fruto de la labor investigativa desarrollada por la Fiscalía durante la fase de instrucción, es posible, al momento de formular la acusación, contar con mayores detalles sobre los hechos, lo cual implica, eventualmente, modificar, dentro de unos parámetros racionales, la calificación jurídica de los hechos. 

La anterior doctrina no admite mayor discusión cuando se trata de un trámite ordinario. El problema se suscita cuando ese tipo de ajustes se ejecutan  en el acta  de un preacuerdo, no como parte de las concesiones hechas al imputado o acusado, sino como producto de las valoraciones del fiscal sobre la calificación jurídica correcta para el caso en particular. 

La Sala considera que esos cambios son procedentes, en los mismos términos en que podrían hacerse en el trámite ordinario.

En primer lugar, porque el acta de preacuerdo equivale al escrito de acusación, como lo dispone expresamente el artículo 350 de la Ley 906 de 2004. De esta manera, si para el momento del acuerdo la Fiscalía considera que debe hacer algún ajuste a la calificación jurídica efectuada en la imputación, en salvaguarda del principio de legalidad, puede hacerlo en esa oportunidad.

Concluir lo contrario puede generar consecuencias desventajosas para el imputado y contrarias a los fines inherentes a la denominada “justicia premial”, por las siguientes razones:

Primero, porque la Fiscalía se vería obligada a seguir alguno de los siguientes caminos procesales: (i) celebrar un acuerdo a partir de una calificación jurídica que considera inadecuada; (ii)  esperar hasta la audiencia de acusación para realizar los respectivos ajustes y luego celebrar el acuerdo,  y (iii)  optar obligatoriamente por el trámite ordinario.   Lo primero es inaceptable por ser contrario al principio de legalidad y a la obligación que tiene la Fiscalía de adecuar su actuación a un criterio objetivo  y transparente, “ajustado jurídicamente para la correcta aplicación de la Constitución Política y la ley” (Art. 115 de la Ley 906 de 2004). Lo segundo,   conllevaría una menor rebaja de pena, porque el sistema de terminación anticipada de la actuación penal en buena medida está gobernado por la idea de otorgar mayores beneficios en la medida en que la colaboración con la administración de justicia se haga más pronto. Y lo tercero, truncaría para el acusado la posibilidad de obtener los beneficios por colaboración (en este caso materializada en la pronta solución del caso) y le impediría a la Fiscalía solucionar un asunto de manera consensuada y destinar sus esfuerzos y recursos al esclarecimiento de otros delitos. 

Además, porque ello implicaría la dilación del trámite y la celebración de una audiencia adicional (la de acusación), con las repercusiones  que ello puede tener en materia de congestión y demora judicial.

Ahora bien, al hacer uso de esta posibilidad la Fiscalía debe  explicar con claridad qué parte del contenido del acta corresponde a los ajustes de la calificación jurídica en aplicación del principio de legalidad y cuál es el componente del beneficio otorgado en virtud del preacuerdo. 

3.2. Diferencias entre el control que realiza el Juez a los ajustes  a la calificación jurídica en aplicación del principio de legalidad y el control a las concesiones que se hacen en razón del preacuerdo 

Aunque los ajustes a la calificación jurídica en razón de la aplicación del principio de legalidad y el preacuerdo celebrado entre la Fiscalía y la defensa estén en el mismo documento, se trata de actuaciones perfectamente diferenciables, frente a las cuales el juez cumple funciones distintas.

En el numeral anterior se indicó que el fiscal está facultado para modificar la calificación jurídica durante la acusación, tanto en el trámite ordinario como en el que debe surtirse cuando se trata de terminación anticipada de la actuación en razón del preacuerdo celebrado por la Fiscalía y la defensa. 

Frente a las posibilidades y límites que tiene el juez para controlar la acusación, la Sala ha hecho las siguientes precisiones. 

En la decisión CSJ SP, 13 Dic. 2010, Rad. 34370, se estableció que

[l]os requisitos consagrados en el artículo 337, al que alude la norma citada, son enteramente formales, evidenciándose inconcuso que de ninguna forma el Juez de Conocimiento puede adelantar  la tarea de controvertir los cargos en su esencia, ni mucho menos, verificar el contenido, legalidad o alcance de los elementos materiales probatorios, evidencia física o informes allegados por la Fiscalía, entre otras razones, porque el anexo que se pide al funcionario encargado de la investigación no representa allegar efectivamente esos medios suasorios, sino relacionarlos e identificarlos, dado que, a renglón seguido, la defensa o los demás intervinientes podrán pedir al juez que ordene dejar conocer específicamente uno o varios de los elementos referenciados.

Más adelante se aclaró que no obstante los límites que tiene el Juez frente a la acusación que hace la Fiscalía, está facultado para realizar un control formal de la misma, en los siguientes términos:

Del apartado fáctico del escrito de acusación, entonces, se espera que exprese en lenguaje sencillo, pero claro y suficiente, qué fue lo sucedido, dónde y cuándo ocurrió, cómo se presentó el hecho y, si se posee la información, por qué se materializó este.

[…]

Cuando el escrito de acusación no detalla de manera clara y precisa, sin lugar a equívocos o confusiones, cuáles específicamente son los hechos, junto con su determinación típica completa, que el fiscal entiende configuran los cargos por los que debe defenderse el acusado, es necesario que las partes –o el mismo fiscal, cuando advierta el yerro- acudan al espacio procesal ofrecido en la audiencia de formulación de acusación en aras de aclarar, adicionar o corregir lo allí plasmado.

Pero, si las partes no obran así, corresponde al juez, por consecuencia del control formal que habilita la ley realice de la acusación -como quiera que el numeral segundo del artículo 337 de la Ley 906 de 2004, consagra perentorio para el escrito de acusación la relación clara y sucinta de los hechos-, exigir del fiscal la necesaria aclaración, corrección o complementación que habilite cumplir con lo reclamado en la norma.

Huelga anotar que ello ninguna implicación formal o material tiene en el principio de imparcialidad, en tanto, no se trata de que el juez admita o controvierta determinada auscultación de los hechos o de su denominación jurídica, sino de que busque resguardar la esencia procesal y sustancial de la acusación, a través de la definición de cuáles son los cargos precisos por los que se llama a juico al procesado. (CSJ AP, 16 Abr 2015, Rad. 44866).

Finalmente, en el fallo de casación CSJ 16 Jul. 2014, Rad. 40871, la Corte, luego de hacer un recorrido por su propia línea jurisprudencial
, concluyó que “por regla general el juez no puede hacer control material a la acusación del fiscal en los procesos tramitados al amparo de la Ley 906 de 2004, pero, excepcionalmente debe hacerlo frente a actuaciones que de manera grosera y arbitraria comprometan las garantías fundamentales de las partes o intervinientes”.
Las facultades y límites que tiene el juez para controlar la acusación  en el proceso ordinario deben operar en los casos de terminación anticipada de la actuación penal. De lo contrario, pueden generarse las situaciones atrás referidas: (i) que la Fiscalía prefiera esperar hasta la audiencia de acusación para realizar los ajustes a la calificación jurídica, con las implicaciones que de ello pueden derivarse para los derechos del procesado y para la celeridad del trámite, según lo indicado en los párrafos precedentes, o (ii)  que los términos de la acusación, en los casos de terminación anticipada, sean establecidos por el Juez y no por la Fiscalía, lo que resultaría contrario a la división constitucional de funciones en materia penal y la imparcialidad del juez. 

Ahora bien, si el Juez considera que los cambios realizados por el fiscal a la calificación jurídica bajo el ropaje de ajustes a la legalidad, entrañan una evidente estrategia para conceder al acusado beneficios prohibidos por el ordenamiento jurídico, tiene la carga de sustentar debidamente sus conclusiones, tanto para cumplir el deber constitucional y legal de motivar sus decisiones como para brindarle a las partes la posibilidad de ejercer el derecho de contradicción. 

En todo caso, en esos eventos el Juez debe aclarar suficientemente su decisión, esto es, debe precisar si está realizando un control sobre la acusación, si de lo que se trata es de ejercer un control sobre los términos del preacuerdo explicitados por las partes, o si, en su sentir, se está frente a evidentes maniobras orientadas a conceder beneficios inapropiados al procesado bajo la excusa de estar realizando ajustes en el ámbito de la legalidad. De esta manera, se insiste, las partes tendrán la oportunidad de controlar sus decisiones a través de los recursos, sin perjuicio de las otras vías de control consagradas en el ordenamiento jurídico. 

Una vez establecido que la acusación se ha realizado según lo dispuesto en el ordenamiento jurídico (que incluye las posibilidades de control a esta actividad de parte), el juez debe proceder a evaluar si los términos del preacuerdo se ajustan  a las normas aplicables al caso, según el desarrollo  que de las mismas ha hecho la jurisprudencia, bajo el entendido de que tiene la obligación de aceptarlo, salvo que este desconozca o quebrante garantías fundamentales, como lo dispone expresamente el artículo 351, inciso cuarto, de la Ley 906 de 2004.  Frente a este tema la Corte ha resaltado: 

[p]ara la Sala es claro que las garantías fundamentales a las cuales se refiere la norma para permitir la injerencia del juez, no pueden examinarse a la luz del criterio subjetivo o arbitrario del mismo y deben remitirse exclusivamente a hechos puntuales que demuestren violaciones objetivas y palpables necesitadas del remedio de la improbación para restañar el daño causado o evitar sus efectos deletéreos.

En este sentido, a título apenas ejemplificativo, la intervención del juez, que opera excepcionalísima, debe recabarse, se justifica en los casos en que se verifique algún vicio del consentimiento o afectación del derecho de defensa, o cuando el fiscal pasa por alto los límites reseñados en los puntos anteriores o los consignados en la ley –como en los casos en que se otorgan dos beneficios incompatibles o se accede a una rebaja superior a la permitida, o no se cumplen las exigencias punitivas para acceder a algún subrogado-. (CSJ SP, 15 Oct. 2014, Rad. 42184). (Subrayas ex – texto) 
5.2.13 Por lo expuesto se confirmará la decisión recurrida en lo relativo a la improbación del preacuerdo celebrado con WAGL y NOQB.

5.3 En lo que tiene que ver con el preacuerdo celebrado entre la FGN y los ciudadanos CDCO y ALHO, se hacen las siguientes consideraciones:

5.3.1 A estas personas se les formuló imputación por las conductas punibles de concierto para delinquir agravado (art. 340 -2 CP) por estar dirigido al tráfico de estupefacientes y violación del artículo 376 del CP, con la consecuencia jurídica prevista en el inciso 2º de esa norma.

5.3.2 En el texto del preacuerdo se pactó que estos incriminados aceptaban cargos por esas conductas punibles, y que la única rebaja que recibirían era que se disminuiría en la pena mínima para el delito del artículo 340  del CP, que es de 96 meses, a la mitad o sea 48 meses, que serían incrementados en seis meses más por la violación del artículo 376 -2 del CP ,en la modalidad de venta, por lo cual debían descontar una pena de 54 meses de prisión conforme a ese pacto procesal.

5.3.3 En tal virtud se entiende que la rebaja que recibieron estos procesados fue la correspondiente al 50% de la pena a imponer por su aceptación de cargos por las dos conductas mencionadas, con la salvedad mencionada en al apartado 5.3 de esta decisión, en el sentido de que esa disminución puede  considerarse excesiva, en atención al tiempo transcurrido ente la audiencia de formulación de imputación y la fecha en que se presentó el escrito de acusación.

5.3.4 Sin embargo en lo relativo a la convención celebrada con la señora ALHO y el señor CDCO, se deben retomar las mismas razones invocadas en el ítem 5.2.9 de esta providencia, para manifestar que no se tuvo en cuenta el factum del preacuerdo que indica la realización de un concurso homogéneo en lo relativo a la violación del artículo 376 del CP, máxime si en el acto de imputación por ese delito, se dijo que ambos eran coautores de esa conducta en la modalidad de venta, con lo cual se presentó un doble beneficio que les fue reconocido de manera irregular por la FGN, al tomar esa conducta como un acto singular que solo acarreaba un incremento de seis (6) meses en la pena pactada, lo que conduce a confirmar la decisión del juez de primer grado de no avalar el preacuerdo en mención por la circunstancia antes mencionada.

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por el Juez Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, sobre la improbación del preacuerdo celebrado entre la FGN y los procesados WAGL y otros, en lo que fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Folio 8 


� Conocida como “concierto para jefes”, con relación al tipo básico del artículo 340 del CP 


� Folio 12 


� “Para dilucidar la aplicación del principio de favorabilidad entre los regímenes dispuestos por la Ley 600 y la Ley 906 de 2004 y, la oportunidad para acceder a descuentos punitivos, en CSJ AP, 9 jun. 2008, rad. 29617:


4.2.  El régimen genérico de aceptación de cargos de La Ley 906 de 2004 regula diversos efectos benéficos, dependiendo de la especie escogida y de la oportunidad de su trámite, así:


[…]


4.2.2. Por preacuerdo, acuerdo o negociaciones:


4.2.2.1. Desde la formulación de imputación y hasta antes de la presentación del escrito de acusación: rebaja de hasta la mitad de la pena (arts. 350 y 351 inc. 1).


4.2.2.2.– Una vez presentada la acusación (esto es, radicado el respectivo escrito) y hasta antes de que en el juicio oral se interrogue al acusado sobre la aceptación de su responsabilidad: beneficio de una tercera parte de pena (art. 352)


4.2.2.3.– Al inicio del juicio oral (alegación inicial) como manifestación de culpabilidad preacordada (art. 369), caso en el cual el beneficio punitivo será también de una sexta parte. [negrilla original del texto, subraya la Sala en esta oportunidad]


(…)


De prohijarse la tesis de los sujetos procesales inmiscuidos en el preacuerdo y que avala el a quo, se reitera, se atentaría contra la filosofía que inspira el instituto jurídico del derecho premial y la negociación, inherente a la Ley 906 de 2004; por ello, razonadamente el legislador entendió que la rebaja punitiva, acorde con la efectividad que para la investigación y la economía procesal brinda el imputado que de manera consensuada acepta cargos antes de ser presentado el escrito de acusación, debe ser hasta de la mitad de la pena imponible (artículo 351 CPP), mientras que aquel que lo hace con posterioridad a dicho acto procesal, se hace merecedor tan solo a una tercera parte (artículo 352 ibidem)” (Negrilla y Subrayado fuera de texto) AP5286-2017, Radicación n.° 46507, del dieciséis (16) de agosto de dos mil diecisiete (2017).
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